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Se basa su requerimiento en la solución de una serie de preguntas relacionadas con la notificación personal a través de “vía telefónica” por lo que antes de brindar una respuesta a su solicitud, debemos advertir que la misma se formula con el alcance previsto en el artículo 25 del Código Contencioso Administrativo, toda vez que los conceptos emitidos por la Oficina Asesora Jurídica de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, en respuesta a una petición en la modalidad de consulta, constituyen orientaciones y puntos de vista que no comprometen la responsabilidad de la entidad, ni tienen carácter obligatorio ni vinculante.
De manera adicional, es preciso aclarar que la finalidad de las consultas no puede ser otra distinta que la búsqueda de orientación o información acerca de la forma como actúa la administración. En ese contexto, las respuestas suministradas por la Oficina Asesora Jurídica de la SSPD no tienen la potestad de definir situaciones concretas o particulares, sino que se limitan a conceptuar, en términos generales, en relación con las materias bajo su cargo.
En este orden de ideas, de manera general ha de informarse a la consultante que de conformidad con lo previsto en el artículo 152 de la Ley 142 de 1994, el suscriptor o usuario puede presentar a la empresa prestadora peticiones, quejas y recursos relativos al contrato de servicios públicos.
Así mismo, el artículo 153 de la misma ley señala que los prestadores de servicios públicos domiciliarios constituirán una “Oficina de Peticiones, Quejas y Recursos”, la cual tiene la obligación de recibir, atender, tramitar y responder las peticiones o reclamos y recursos verbales o escritos que presenten los usuarios, los suscriptores o los suscriptores potenciales en relación con el servicio o los servicios que presta dicha empresa. Señala además que dichas “Oficinas” llevarán una relación DETALLADA de las peticiones y recursos presentados y del TRÁMITE y las respuestas que dieron, indicando que las peticiones y recursos serán tramitados de conformidad con las normas vigentes sobre el derecho de petición. De esta forma, el prestador debe procurar el estricto cumplimiento de la norma en mención, sobre todo, para el caso que se consulta, respecto del detalle de los trámites y las respuestas proferidas por la empresa. 
Ahora bien, el artículo 159 de la misma ley dispone que la notificación de la decisión sobre una petición o un recurso se efectuará en la forma prevista por el Código Contencioso Administrativo. Así, el artículo 5° del Código Contencioso Administrativo señala respecto de las peticiones verbales lo siguiente:
“Toda persona podrá hacer peticiones respetuosas a las autoridades, verbalmente (…), a través de cualquier medio. 
Si quien presenta una petición verbal afirma no saber o no poder escribir y pide constancia de haberla presentado, el funcionario la expedirá en forma sucinta.
Las autoridades podrán exigir, en forma general, que ciertas peticiones se presenten por escrito. Para algunos de estos casos podrán elaborar formularios para que los diligencien los interesados, en todo lo que les sea aplicable, y añadan las informaciones o aclaraciones pertinentes. (...)” (Negrilla y subrayado fuera de texto)
Por su parte el artículo 44 del Código Contencioso Administrativo prevé lo siguiente:
“Deber y forma de notificación personal. Las demás decisiones que pongan término a una actuación administrativa se notificarán personalmente al interesado, o a su representante o apoderado.
Si la actuación se inició por petición verbal, la notificación personal podrá hacerse de la misma manera.
Si no hay otro medio más eficaz de informar al interesado, para hacer la notificación personal se le enviará por correo certificado una citación a la dirección que aquél haya anotado al intervenir por primera vez en la actuación, o en la nueva que figure en comunicación hecha especialmente para tal propósito. La constancia del envío de la citación se anexará al expediente. El envío se hará dentro de los cinco (5) días siguientes a la expedición del acto.
No obstante lo expuesto en este artículo, los actos de inscripción realizados por las entidades encargadas de llevar los registros públicos se entenderán notificados el día en que se efectúe la correspondiente anotación.
Al hacer la notificación personal se entregará al notificado copia íntegra y gratuita de la decisión, si ésta es escrita.
En la misma forma se harán las demás notificaciones previstas en la parte primera de este Código.” (Negrilla y subrayado fuera de texto)
De esta forma, el Código prevé una serie de formalidades que deben surtirse para que la decisión produzca efectos legales. Así, por ejemplo, la citación para la notificación debe constar en el expediente, por lo que debe existir prueba de su realización; así mismo, entre otras, la norma también prevé cómo debe realizarse la notificación personal de decisiones escritas, en tanto existe la obligación de entregar al notificado copia íntegra y gratuita de la decisión.
Seguidamente, los artículos 45 y 47 del Código Contencioso Administrativo se encargan de determinar las formalidades que deben adelantarse en caso de que no pudiera realizarse la notificación personal, siendo procedente la notificación por edicto fijando el mismo en un lugar público del respectivo despacho. Así mismo el Código prevé que en el texto de TODA notificación se indicarán los recursos que legalmente proceden contra las decisiones de que se trate, las autoridades ante quienes deben interponerse, y los plazos para hacerlo. 
Por su parte el artículo 48 del referido Código señala que “Sin el lleno de los anteriores requisitos no se tendrá por hecha la notificación ni producirá efectos legales la decisión, a menos que la parte interesada, dándose por suficientemente enterada, convenga en ella o utilice en tiempo los recursos legales.” (Subrayado fuera de texto)
Así, los actos administrativos de carácter particular y concreto deben ser notificados para efectos de que la persona sobre la cual se crean, modifican o extinguen derechos, sea informada directa y oportunamente para efectos de que de esta forma le sean garantizados sus derechos al debido proceso y a la defensa. La ley ha previsto que el modo de informar al destinatario de dicha decisión es través de la diligencia de notificación personal, la cual debe realizarse con el seguimiento de los requisitos señalados por el Código para que tengan lugar determinados efectos jurídicos; en todo caso el no seguimiento o el seguimiento irregular de dichas formas dan lugar a la ineficacia. Al respecto la Corte Constitucional a través de Sentencia C-317 de 2003 señaló:
“3. Un acto de la administración es público cuando ha sido conocido por quien tiene derecho a oponerse a él y restringir el derecho de defensa, sin justificación, resulta violatorio del artículo 29 de la Constitución Política. El conocimiento de los actos administrativos, por parte del directamente afectado, no es una formalidad que puede ser suplida de cualquier manera, sino un presupuesto de eficacia de la función pública administrativa – artículo 209 C.P. – y una condición para la existencia de la democracia participativa – Preámbulo, artículos 1º y 2º C.P. 
De ahí que el Código Contencioso Administrativo regule, en forma prolija, el deber y la forma de publicación de las decisiones de la administración, deteniéndose en la notificación personal – artículo 44 -, en el contenido de ésta – artículo 47 -, en las consecuencias de su omisión, o irregularidad, - artículo 48- y en sus efectos - artículo 51-. Porque los actos de la administración solo (sic) le son oponibles al afectado, a partir de su real conocimiento, es decir, desde la diligencia de notificación personal o, en caso de no ser ésta posible, desde la realización del hecho que permite suponer que tal conocimiento se produjo, ya sea porque se empleó un medio de comunicación de aquellos que hacen llegar la noticia a su destinatario final - artículo 45 C.C.A.-, o en razón de que el administrado demostró su conocimiento -artículo 48 ibídem-.”
Ahora bien, al respecto la Oficina Asesora Jurídica señaló a través de Concepto SSPD OJ 2004 014 que cualquier otro medio que permita igualmente determinar la fecha en que el usuario se informa de la actuación para efectuar la notificación personal, será considerado eficaz. En los términos del artículo 44 del C.C.A. la constancia deberá anexarse al expediente. 
Sin embargo, el mecanismo que se implemente debe, a parte de dejar las constancias respectivas, permitir contar adecuadamente los términos necesarios para llevar a cabo la notificación por edicto, en caso de que la notificación personal no pueda hacerse (Artículo 45 C.C.A.), y en general, dar cumplimiento a lo previsto por el artículo 159 de la Ley 142 de 1994 en cuanto a la relación detallada de los trámites y sus respuestas.
En todo caso resulta pertinente advertir que el Consejo de Estado, si bien refiriéndose al equivalente funcional contenido en la Ley 527 de 1999, señaló lo siguiente:
“Entonces, bajo la rigurosa observancia de los requisitos formales que garantizan al particular el conocimiento, cierto y confiable, de los actos administrativos que afecten sus derechos o intereses, así como el ejercicio oportuno de los recursos que sean procedentes, la administración puede acudir a los medios electrónicos para notificar sus actos, teniendo presente que bajo esta modalidad sigue vigente el efecto consagrado en el artículo 48 del C.C.A. para el caso de la notificación inexistente o irregular, esto es, la ineficacia de la decisión de que se trate, pues “en Internet puede haber una realidad virtual pero ello no significa que los derechos en dicho contexto también lo sean”2, y en este caso, además de los derechos fundamentales del particular está en juego la eficacia de los actos administrativos.” (Subrayado fuera de texto)
Así las cosas, las formalidades legales que envuelven la notificación del acto correspondiente buscan tutelar la eficacia del acto administrativo, por lo que los prestadores deben procurar su cumplimiento estricto y prever los mecanismos que le permitan acreditar su cumplimiento.
Ahora bien, la Oficina Asesora Jurídica a través de Concepto SSPD OJ 2004 014 indicó que cuando el artículo 44 del C.C.A. señala que el correo certificado es un medio eficaz, señala igualmente que éste sólo sirve para informar al interesado, para hacer la notificación personal. Es decir, el correo certificado es el medio adecuado para enviar la citación al usuario a fin de que éste comparezca a la empresa a notificarse personalmente.
En consecuencia, teniendo en cuenta que la norma prevé la utilización de medios más eficaces que el correo certificado para efectuar la notificación personal, la empresa puede valerse de ellos con el fin de lograr que el usuario conozca la decisión. Sin embargo, si dentro del plazo de los cinco (5) días hábiles que otorga la norma para el envío del correo certificado, la empresa no ha podido adelantar el trámite utilizando medios más eficaces, debe necesariamente valerse del correo certificado para informar al usuario. En este evento, la constancia de envío debe quedar registrada dentro de los cinco días previstos para el efecto, so pena de la configuración del silencio administrativo positivo.(Artículo 44 CCA)
 

Finalmente, le informamos que esta Superintendencia ha puesto a disposición de la ciudadanía un sitio de consulta al que usted puede acceder en la siguiente dirección: www.superservicios.gov.co/basedoc/. Ahí encontrará normativa, jurisprudencia y doctrina sobre los servicios públicos domiciliarios, en particular los conceptos emitidos por esta entidad.
Cordialmente, 
MARINA MONTES ÁLVAREZ
Jefe Oficina Asesora Jurídica
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